
República de Punaná
Procurqduría de lu Administración

Panamá, I de marzo de 2024
Nota C-046-24.

Capitán
Gustavo Pérez Morales
Director General de la
Autoridad de Aeronáutica Civil de Panamá
Ciudad.

Ref.: Viabilidad de solicitar una partida presupuestaria para que. con el
presupuesto de la Autoridad Aeronáutica Civil, se pague una indemnización
a los familiares de los panameñr¡s fallecidos en el accidente de la Aeronave
Cessna 210K, con matrícula N-8124M ocurrido el l9 de agosto de 2011. en
Jaqué, provincia de Darién.

Señor Director General:

Con fundamento en nuestras atribuciones constitucionales y legales, en especial, como
asesores de los lirncionarios de la Administración Pública, ofrecemos respuesta a su nota
No. ACC-NOTA-2024-509 de 5 de febrero de 2024, a través de la cual eleva a este
Despacho, una interrogante relacionada con la viabilidad de solicitar una partida
presupuestaria para que con el presupuesto de la Autoridad Aeronáutica Civil. se pague
una indemnización a los familiares de los panameños fallecidos en el accidenle de la
Aeronave Cessna 210K, con matricula N-8124M ocurrido el l9 de agosto de 201 l, en
Jaqué, provincia de Darién, en los siguientes términos:

El día 19 de ugoslts de 2011, a la ultura de,Iaqué, provincia de
Darién, se precipitó al nar la Aeronave Cessna 210K, con
n alriculo N-8121M, accidenle que produjo la muerle y/o
desaporición de 6 funcionarios de la Auloridad Aeronáutica Civil
que iban a bordo de dicha aeronave en misión oJicial, a saber:
Hugo Enrique Ceryantes Corté2, cédula 1-276-415; ,k¡sé René
Guadamuz Cabrera cédula 8-741-1575, l/íctor Manuel Rodríguez
Hawkins (Único cuerpo encontrado), cétlula 8-739-t'¿tig:
Anselno Arosemena Mojica, cédula l0-10-992: Ciro Pa: Rui: ,

cédula 5-l l-735: y Christian A!funso Arrocha Hill, céttula 2-lt0-
101.

Durante esta adminislración, los.familiares de las victinas y sus
abogados se han acercado nuevumente u la Autoridad Citit.
solicitando apoyo para el pago de la indemnización, por lo que se
iniciaron conversaciones con el Minislerio de la presidenciu v el
Minisrerio de Gobierno en búsquedu tle una respu,.:sht u los
solicitantes. Estús conversaciones concluyeron en que lu
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Autoridad Aeronáutica Civil se encdrgara ¿le la atención de lus
s o I ic itudes de inde mn izac ión.

Ante dichas circunstoncias, estanos cottsklerundo solicitt una
parlida presupueslaria para que, a tratés de lu Autoridad
Aeronáulica Civil, se otorgue el pago de uno indemnización u los

faniliares de los funcionarios fenecidos, con k¡s misnos
parámelros que se utilizaron para in¿lemnizar a los Jamiliares dc
las víctintas del ctccidenle del SAN 100. De alli que y pura tener
la debida seguridad de nuestro responsable y legal acluar conro
senidores públicos y conscientes del deber de las instituciurcs
del Eslado de cumplir con la Conslilución y las Leyes de la
República, solicitanos que nos dictc su crilerio juríclico y nos
cxprese si considera ttiable proceder a solicitar uta purlida
presupueslario para que, con el presupuesto de la Autoridud
Aeronáulica Civil, se les pague una indennización a estus
personas.

Luego del análisis objeto de su consulta, esta Procuraduría es del criterio jurídico que lo
procedente sería que la Autoridad Aeronáutica Civil de Panamá. gestione el trámite de un
apoyo económico, por razones humanitarias, a los sobrevivientes de los panameños
f'allecidos en el accidente de la Aeronave Cessna 210K, con matrícula N-8124M ocurrido
el l9 de agosto de 201 l, en Jaqué, provincia de Darién.

No obstante, para e[ debido cumplimiento de lo consultado, la Autoridad Aeronáutica
civil de Panamá, deberá previamente requerir la obtención del acto administrativo
correspondiente. como lo es la Resolución de Gabinete que autorice al Ministro de [a
Presidencia, en su calidad de Secretario General del consejo de Gabinete. a solicitar a la
Procuraduría ceneral de la Nación, que emita el respectivo concepto fhvorable. al tenor
de lo establecido en el numeral 4, del artículo 200 de la constitución potítica de la
República de Panamá, y con sujeción a las leyes que rijan la materia y a Ia fiscalización de
la Contraloría General de la República, en atención a lo establecido en el artículo 2 de la
Ley 32 de 8 de noviembre de 1984, "Orginica de la Contuloría General de Iu
República".

Es necesario aclarar igualmente, que no procedería en la vía gubemativa, la obtención de
una partida presupuestaria para el pago de una indemnización, habida cuenta que. la
declaratoria de indemnización, es competencia privativa de la sala Tercera de lo
contencioso Administrativo y Laboral de la corte suprema de Justicia, en razón de la
responsabilidad del Estado, tal como desarrollaremos más adelante.

Aclarados estos aspectos de importancia, procedemos a externar los argumentos y
fündamentos jurídicos, que nos permitieron arribar a este criterio legal.

o Fundamento juridico de la Procuraduría de la Administración.

I. Del Principio de Legalidad.
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Un aspecto de esencial importancia que debemos considerar, es el que hace referencia a
los principios cardinales, que todo servidor público debe observar en el ejercicio de sus
funciones dentro de nuestro derecho intemo. A saber:

A. Marco Constitucional.

'A ícalo 34. Las acluociones adm¡nistratiyas en todu,s lus
entidades públicas se efectuarán con ateglo a norntas de
informal idad, inparcial idad, uniformidad, economía, celeridatl y
eJicacia, garanlizando la realización oporttma de la funcitin
adninislrdliya, sin menoscabo del debido proceso legal. con
objetividad y con apego al princioio de estricta legalidud... " (Lo
subrayado es nucslro).

Estos principios fundamentales de derecho recogidos en nuestro ordenamiento jurídico,
proponen que los mismos, constituy en el fundanrento en virtud del cual todos los actos
administrativos deben estar sometidos a las leyes; conforne al cual todo ejercicio de un
poder público debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisprudencia. Dicho en otras
palabras, el servidor público só lo puede hacer lo oue la lev le Dennitot .

II. I)e la sol icitud de una nañida oresu staria oara olorsar una indemnización

Primeramente, tenemos que el diccionario de la Real Academia Española. ha definido la
palabra indemnización como: "la Compensación económicu destinada a repurur.
garantizundo su indemnidad, al afectado por la privación (expropioción) de un bien o
derecho. por un perjuicio provocado por un tercero (en concepto de responsubilitlutl) o
por un gasto en que ha incurritlo por razón ajena a su volunlad" :.

Atendiendo a la delinición anterior, el jurista Heriberto Araúz Sánchez, en su obra Curso
de Derecho Procesa Administrativos, ha señalado que la acción de reparación directa es la
acción que propone indemniza¡ a los administrados por los daños y perjuicios causatlos
por el Estado, sus funcionarios o cualquier entidad pública.

En esa misma línea de pensamientos, el afículo 206 de la constitución política de la
República de Panamá, establece [o siguiente:

| *La ñnalidad del Principio de Estricta Legalidad, es garantizar que la actuac¡ón de las autoridacles públicas
se_ su.iete a un conjunto de reglas y normas previamente establecidas. de fonna ta¡ que se evite toda
arbitrariedad o abuso de poder que pueda afectar a los administrados". sentencia de 7 dejuiio de 2022.r https://dpej.rae.es/le¡na,/indemnizaci%C3%B3n
I ARAÚ2. Heribeno, Curso de Derecho procesal Administrativo, pág. lg4.

"Arlículo 18. Los porticulares sólo son responsables ante las
autoridades por infracción de Ia Constitución o de la Ley.
Los servidores públicos los son por esas ntisnas causas y tanúién
por extralimilación de funciones o por onisión en el ejercicio de
éslas. "

B. Marco legal (Lev No.38 de 31 de julio de 2000).
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"Arlículo 206. La Corte Suprema dc Justiciu tendrú, entra sus

utribuciones constilucionales y legalcs, las siguienles:

2. La jurisdicción contenciosa-adnúnistraliva respeclo de los
actos, omisiones prestacioües defecluosas o deficienle de los
servicios púhlicos. resolutiones. órdenes o clispu.sicionas que
ejeculerl, adoplen, expidan o en que incurrun en ejercicio de sus

funciones o pretexlondo ejercerlas, los funcionarios públicos y
autoridades nacionales, prorinciales, municipales y de las
entidades públicas autónomos o semiaulónomas. A tal .fin, la
Corle Suprema de Justicia con audiencia del Procurador dc la
adninistrac¡ón, podrá anular los acbs acusados de ilegalidud:
restablecer el derecho particular yiolado: estuluir nueyas
disposiciones en reemplazo de las impugnadas y pronunciurse
perj udicialmente acerca del sentido y ulcance de un ucto
administrativo o de su valor legal."

En concordancia con lo anterior, el artículo 97 del Código Judicial dispone lo siguiente:

"Arlículo 97. A la Sula Tercera Ie eslán atribuidos los pruccsos
qua se (»tgurcn por uclos, o|t¡siottctt,

tes dc los serv resoluciones. ór¡lenes o
disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o en que incurua en
ejercicio de sus funciones o pretexlando ejercerlas, los
funcknarios públicos o autoridades nacionoles, provittciules,
municipales y de las enlidades públicas aulónonus o
semiautónonos.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en muleria
administrativa de lo siguienle:

8. De las indemnizaciones de que deban res¡tonder
personal»tenle los funcionarios del Eslado, .,- de hts restantcs
entidudcs públicas, por razón dt daños o perjuicios causados
por acbs que esla nisna Sula rcfornrc o unule;

9. De las indemnizaciones por razon de responsabilidad del
Estado, y de las restantes entidades públicas, en virtrul de
tlaños o perjuicios que originen las infracciutes en que
incurran en el ejercicio de sus funciones o con prelextu de
ejercerlas cualquier funcionurio o en¡idod que h(rr-ü
proferido el acto adntinistrativo in pugnudo.

10. De las indemnizaciones de que sean responsables
direclores del Estado y las restantes entidades públicas, por
el mal funcionamiento de los servicios públicos adscritos a
ellas.

Dentro de este contexto, el articulo 97 del código Judicial al señalar la competencia de la
sala'fercera de lo contencioso Administrativo y Laboral de la corte suprema de Justicia.
en materia de responsabilidad patrimonial del Estado panameño. enuncia tres (3)
supuestos en los que se puede acudir al tribunal, a saber:



l) Por la responsabilidad personal del funcionario público cuando resulten daños y
perjuicios por actos reformados o anulados por la Sala Tercera;

2) Por daños y perjuicios causados por las infracciones en que incurran los
tuncionarios o entidades que hayan proferido un acto administrativo, en el
ejercicio de sus funciones o con pretexlo de e.iercerlas; y,

3) De la responsabilidad directa por defectuosa o deficiente prestación de los
servicios públicos.

De lo anterior, podemos destacar que la finalidad del proceso contencioso adnlinistrativo
de Indemnización. es que los administrados que hayan sufrido daños y perjuicios por
razón de fallas en el servicio público, hechos, o actuaciones y operaciones
administrativas, puedan obtener una reparación a sus derechos subjetivos, en atención a la
norrnativa establecida en los artículos 1644,1644-A y 1645 del Código Civil. Veamos:

'A¡tículo 1641: El que por occión u omisión causa daño a otro,
inlerviniendo culpa o negligencio, está obligado a reparar el
daño causado.

Si Ia acción u omisión fuera impulable a dos o mús persorlas,
ca<lu una de ellas será solidariamente responsuble por los
perjuicios causados.

"Arlículo 1641-A. Dentro del daño causado se contprende tunto
los nruteriales conto los morales.

'Arlículo 1615. Las obligacíones que impone el artículo 1611
son exigible no sólo por los uctos u omi¡iones propios. simt por
los de aquellas personas de quienes se deben responder.

El Estado, las inslituciones descentralizatlas del Estado ¡t el
Municipio son responsables cuando el daño causado por
conducto del funcionario o quien propiumenle coruespondu la
geslión practicada, dentro del ejercicio de sus funciones ... "

Ahora bien, y en cuanto al término de prescripción para presentar este tipo de recurso,
tenemos que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte
Suprema de Justicia, ha señalado en reiteradas j urisprudencias, que en materia de
prescripción de las acciones tendientes a reclamar responsabilidad al Estado. por las
obligaciones originadas de la culpa o negligencia de que lrata el articulo 1644 del Código
Civil, rige lo dispuesto en el artículo 1706 ibídem e[ cual es del tenor siguiente:

"A ículo 1706. la ucción civil para reclanrur indenmi:ución por
calunmiq o injuria o para exigir responsabilidad civil por las
obliguciones derivadas de la culpa o negligencia de que trutu el
Artículo 1611 del Código Civil, prescribe en el térnino de un (t)
año, contado u parlir que Io supo el ugraviado.
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Si se iniciare oportunamenle acción penal o administralira por
los hechos previstos en el inciso anterior, la prescripción de la
acción civil se conlará a partir de la ejecutoria de la senlencia
penal o de la resolución administrotiva, según fuere el caso.

Para el reconocimiento de la pretensión civil, en ningún caso es
indispensable la intervención de lajuslicia penal".

Bajo este marco jurídico, se hace evidente que e[ término de prescripción de la acción
para reclamar una indemnización, por la declaratoria de responsabilidad al Estado, es de
un año. que se computa a partir que el agraviado tuvo conocimiento del acto o situación
que generó el hecho dañoso que da origen a la reclamación.

En este orden de ideas, podemos citar como referencia el Auto de 26 de enero de 201 l.
que al respecto señala lo siguiente:

"En virtud de lo expuesto, queda establecido que era a partir tlel
dío 25 de abril de 2007, que se lenía el término de un año pura
interponer la demanda, ya que de conformidad el articulo 1706
del Código Civil, la acción civil para reclamar indemnización por
la responsabilidad derivada de lo culpo o negligencia prescribe
en el término de un año, contado, en caso de haberse iniciudo una
acción penal o civil, a partir de la fecha de ejecutoria de la
senlencia jurisdiccionol o bien, desde el momento en que el
agraviado supo de la a/ectación.

En vista de lo expueslo por la normo en referencia, lenenrcs que
la prescripción extingue el derecho de reclamts con suslento en
dos supueslos: I. Al térnino de un año contudo desde qua el
afectado supo del agravio, y 2. Un año a partir de la ejeculoria
de la sentencia, de iniciarse oportunamente acción penal o
administrativa".

como puede observarse, la acción para reclamar indemnización por los daños y perjuicios
derivados de la culpa o negligencia, prescribe en el término de un (l ) año, contaáo á partir
del 

.momento_ en- que los supo el agraviado; y en caso que a raiz de .ro .ulpu o
negligencia, el afectado haya iniciado una acción penal o administrativa. entonces áicho
término comenzará a contarse desde la fecha en quede ejecutoriada la sentencia penal o la
resolución administrativa.

De ahí que, para que el Estado pudiera indemnizar a los familiares de los panameños
fallecidos en el accidente de la Aeronave Cessna 210K, con matricula N-gl24M ocurrido
el 19 de agosto de 201l, era necesario la presentación de una acción de reclamación o
reparación directa ante la Sala Tercera de lo contencioso Administrativo y Laboral de la
corte suprema de Justicia, dentro del término estabrecido por la Ley, y que ra misma haya
obtenido un fallo favorable.

No obstante' ante la dolorosa pérdida y desaparición de estos seis (6) luncionarios de la
AAC, es un deber humano pretender brindar una medida que mitigue positivamente er
dolor de los familiares, por estas víctimas que dieron su vida en servicio de la Nación.
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Ill. De la Lev No.22 de 29 de enero de 2003 "Oue crea la Autoridad de Aeronáutica
clv it dero a el Decreto de Gabinete l3 de 1969"

Mediante la Ley No. 22 de 29 de enero de 20034, se creó la Autoridad Aeronáutica Civil
de Panamá, como una entidad autónoma del Estado, con personería j urídica, patrimonio y
recursos propios y autonomía en su régimen intemo, capaz de adquirir derechos, contraer
obligaciones, administrar sus bienes y gestionar sus recursos, los que deberá invefir
únicamente en el cumplimiento de sus fines legaless.

En ese sentido, la Autoridad Aeronáutica civil estará a cargo de un Director General que
tendrá su representación legal y será responsable de su dirección superior y titular de ias
atribuciones que las Ieyes y reglamentos le confiere6.

Ahora bien, la ut supra citada ley, establece en su artículo 8 lo siguiente:

"A ículo E. Para el cumplimiento y el Ejercicio de sus
funciones, lo Autoridad Aeronáutica Civil estará facultada pora
celebrar toda clase de contralos y acuerdos c()n personos
naturales o jurídicas, públicas o privadas, nucionales o
ex¡ranjeras, con sujeción a las leyes que rijan la materia y a la
Jiscalización de la Conlraloría General de ta Repúbtica" (Lo
destacado es nuestro).

Dos (2) son los aspectos fundamentales que se observan del artículo citado, veamos:

l. Que la Autoridad Aeronáutica civil estará facultada para celebrar acuerdos con
personas naturales;

2. Que estos acuerdos estariín sujetos a las leyes que
fiscalización de la Contraloría General de ta República.

rijan la materia y la

En este sentido se destaca que para que la Autoridad Aeronáutica Civil. pueda hacer uso
de los fondos públicos, es necesario que los mismos sean sometidos a la función
fiscalizadora de Ia contraloría General de la República, con carácter autónomo y rango
consritucional, encargada de ejercer el control de legalidad de los actos de 

-la

Administración Pública (control previo y posterior), fiscaliza¡ el ingreso y la inversión de
los lbndos fiscales, municipales y de los demás organismos y servicios qui determinen las
leyes, examinar y juzgar las cuentas de las personas que tengan a su caigo bienes fiscales
y municipales. llevar la contabilidad general de ta Nación, así como determinar los casos
en que ejercerá el control previo o posterior sobre los actos de manejo, y desempeñar las
demás funciones encomendadas por la ley.

Este Despacho ha emitido diversos pronunciamientosT en los cuales ha destacado que el
control fiscal que ejerce la Contraloría ceneral de la República de panamá de tiscalizar y
regular. mediante el control previo o posterior, todos ios actos de manejo de lbndos y

{ Cfr. Gaceta Oñcial Digital No. 24731 de 3 t de enero de 2003
5 CÍi. Anículo I de la Ley No.22 de 29 de enero de 2003.
6 Cfr. Artículo 4 de la Ley 22 de 29 de enero de 2003.
TNota C-123-23 de 25 de agosto de 2023.
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"Atliculo 280. Son funciones de la Contraloría Generul de la repúhlica,
ade¡nás de las (lue señale kt Ley, los siguientes:

2. Fiscalizar y regular, mediunte el contrul prcvio o posteriot todos hs
oclos de manejo de fondos ! ot¡os bienes públicos, a Jin de que se
reolicen la,; corrccciones según ks establecido en lu Ley.
... " (Lo destacado es nueslro).

En ese orden de ideas, tenemos que el articulo 2 de la Ley No 32 de 8 de noviembre de
19848, "Orgánica de la Contaloría General de la Republica", desarrolla esta facultad
constitucional, de Ia siguiente manera:

"Artículo 2. La acción de la Contraloría General se ejerce sobre todas
las personas y organisntos que tengun o su cargo la cuslodiu o cl
manejo de fondos o bienes del Estado, de los tunicipios, ¡utttuli
comunales, et presas estatales y enlidodes autónomos !
semiautónomas, en el país o en el extranjero. También se ejercc eslu
acción sobre aquellas personas u organistnos en los que lcngun
parlic'ipación económica el Estado o las entidades públicus, sobre lus
personas que reciban subsidio o ayuda econónica de dichas en¡idudes .t'
sobre uquellas que realicen colectas públicas pura fines público:;, pcnt
lal acción será proporcional al grado de participación de ¿lichos entcs
públicos. Se excluyen de la acción de lu Con¡raloría lus orgunizat iones
sindicales, las sociedades corporativas y demás enlidodes cu)'u
.fiscalización, vigilancia y control sean de contpetencia de ucuerdt¡ con
disposicioncs lcgales especiales, de otros orgunismos ofciales" (Lo
resaltado es nuest/o).

De ahí. resulta claro que la acción de fiscalización que eierce la contraloría General, será
ejercida sin excepción sobre todas las personas naturales o jurídicas que rengan a su cargo
la custodia y/o el manejo de fondos públicos, sean estas, entidades autónomas o
semiautónomas, según lo establecido en el Manual de ctasillcación presupuestaria del
Gasto Público.

De ahí que, la indemnización al ser una acción de reparación directa que propone
indemnizar a los administrados por los daños y perjuicios causados por el Estado. sus
funcionarios o cualquier entidad pública, no operaría como mecanismo de obtención de
recursos a través de una partida presupuestaria para el pago de ésta. por las razones
ampliamente explicadas; es decir, solo procede, producto de una sentencia debidamente
ejecutoriada en la esfera contenciosa administrativa, mas no así, vía gubernativa.

Sin embargo, ya hemos explicado también, que existen otros mecanismos que han sido
marrejados con anterioridad por el Estado panameño, en este tipo de acontecimientos.
como es el caso del otorgamiento de un apoyo económico por razones humanitarias.

8 Como quedo modificado por el artículo 2 de la Ley N" 351 de 22 de diciembre de 2022

otros bienes públicos, está consagrado en el articulo 280 de la Constitución Política.
Veamos.
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En ese contexto cobra relevancia lo establecido en el numeral 4 del artículo 200 de
nuestra Constitución Política que determina que dentro de las funciones del Consejo de
Gabinete, se encuentra [a siguiente:

''Ar¡íc'ulo 200. Son .f uncionc,s dcl ('onsa jo da ( iubinda

1 Acordar con el Presidente de la República que este pueda
lransigir o sorneler a arbitraje los asuntos liligiosos en que el
Eslado sea psrte, pora lo cual es necesario el concepto fuvorable
del Procurador de la Nación.

De ahí, la importancia que previo a solicitar una partida presupuestaria extraordinaria por
parte de la Autoridad Aeronáutica Civil de Panamá, para hacer frente y/o atender la
solicitud de apoyo económico, por parte de las familias que perdieron las cabezas de sus
hogares, dicha iniciativa debe ser propuesta al Consejo de Gabinete. para que en base a
sus funciones conslitucionales y previo concepto fhvorable del Procurador Ceneral de la
Nación. se aulorice el Presidente de las República para que este pueda transigir y
reconocer por conducto de la Autoridad Aeronáutica Civil, un apoyo económico. por
razones humanitarias, a los sobrevivientes de los panameños fallecidos en el accidente de
la Aeronave Cessna 2l 0K, con matricula N-8124M ocurrido el I 9 de agosto de 201 I .

En un caso similar al que ocupa nuestra atención, se resolvió de la siguiente nranera:

" Resolución de Gabinete No. 54
(de 26 de junio de 2009)

RES UELVE:

A¡ticalo l. Otorgar, a los sobreyivientes de lss yictinrus
pananeñas del accidente del helicóptero SAM 100 que se
determinen, de conlormidad con lo establecido en la presente
Resolución, un apoyo económico por razones humanilarias.

A¡tículo 2- El Ministerio de Gobierno y Justicia, en coor¡linución
con el Ministerio de la Presidencia, deterninarán, de cunún
acuerdo con los benefciarios de las víctimas y con hase en los
parúnptros que se descrihen cn los urticulos siguientes. el nutnto
del apoyo económico, el cwl serpu individual y proporcionul a Ia
pérulida de ingresos generados por coda víclima.

Paru los e/ectos del cúlculo del nnnto, el Eslado contratara a un
profesional especializado en la materia. quien deternúwú,
mediunte base cienti/icas y financieras, la suna que correspondn
a cada uno de los sobrevivienles reconocidos conto tales.

Aúículo 3. El apoyo econó¡nico será concedido por el Ministerio
de Gobierno y Jtsticia, con el refrendo de la Contraloria General
de lu Repúblico, y será desembolsudo de acuerdo con el
prograna pactodo y estoblecido ante el M¡nisterio de Gobierno y
,lusticia y los bencficiarios de las víctintu:¡.
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Para que los beneficíarios reciban el apoyo económico
correspondiente deberan .firmar wt .finiquitu. en el cuul se
co tpro rele u no interponer ningún lipo de reclunución judic'iul
ctmtra cl Estado. relucionqdo con cl citudo actitlente.

Arlículo 1. Auksrizar al Ministerb de Economía y Finanzas pura
que, previo acotarnienlo de las nornns legúles vigentes. gestione
Ios fondos necesarios para el apoyo econóntict¡, hdsla por un
nnnfo lotal de dos millones quinienlos mil balboas con 00/100
(B/.2,500,000.00) que será d¡stribuido entre k¡dos lt¡s
benefciarios pananteños ct¡ttjforme a lo dispuesb en el artítulo 2
de la Presente Resolución.

Aaículo 5. Serán considersdos beneficiados de los panameños

fallecidos en el accidente SAN 100, las siguientes personas:

LEI cónyuge o la cónyuge.
2.Los hijos o las hijas delfallecido ofallecida.
3.La madre o el padre fallecido

A¡tículo 6. Para acredilar la condickin de beneJiciarkt, éste
deberá presentar los siguienles docuuentos debidantante
legalizados, según sea el caso.

Arlículo 7. Los paránelros que se consideran pura deterninur el
nonto individual del apoyo económico a otorgars¿, serún los
siguienles:

l. El monto del salario que percibiu la servidora o el
servidor público al momento del fallecimienÍo

2. Evaluación socioeconómica de cada caso, realizadu por
un trabajsdor social del Estado, en la que se identificará
la siluución del afectado y del grupo familiar que
convivirá con la persona fullecida.

3. Probabilidod de vida de lu persona fallecida.

Asi mismo, y en cuanto a la emisión del concepto favorable por parte del procurador
General de la Nación, tenemos que el Gobiemo de la República de panamá. mediante la
Resolución de Gabinete No. 66 de l8 dejunio de 2009, modificó y adicionó la Resolución
de Gabinete No. 54 de 2009, de la siguiente manera:

Arlículol. Se modifica el arlículo 8 de la Resolución de Gabinete
No. 51 de 2ó de mayo de 2009, así:

A¡tículo 8. Se auloriza ol Min¡slro de la Presidenciu, en su
calidad de Secrelario General del Consejo de Gabinete, a
solicilar o la Procuraduría Genarol de la Nución, r¡ue emita

,,RES UELVE:
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conceplo .favorable sobre la presente Resolución, de conlbrntidud
con el numeral 1 del articulo 200 dc la Constilución Polílico de la
Rcpública de Panamá.

Arlículo 2. Se adiciona el artícuk¡ 9 de la Resoluckin No. 51 de
26 de nayo de 2009, así:

Arlículo 9- La presente Resolución empezorá s regir a parlir de
la .fecho en que la Procuraduría General de la Nación en ta
concepto favorable sobre la misma.

En atención a todo lo antes expuesto. este Despacho es de la opinión que para el debido
cumplimiento de lo consultado, la Autoridad Aeronáutica Civil de panamá. deberá
previamente requerir la obtención del acto administrativo correspondiente, como lo es la
Resolución de Gabinete que autorice al Ministro de la Presidencia, en su calidad de
secretario General del consejo de Gabinete, a solicitar a la Procuraduría General de la
Nación. que emita el respectivo concepto fávorable, al tenor de [o establecirlo en el
numeral 4 del afículo 200 de la Constitución Política de la República de panamá, y con
sujeción a las leyes que rijan la materia y a la liscalización de la contraloría General dc Ia
República, en atención a lo establecido en el artículo 2 de la Ley 32 de 8 de novienrbre de
1984. "Orgúnica de la Contraktría General de la Repúblico".

Es necesario aclarar igualmente, que no procedería en la vía gubernativa, la obtención de
una pa(ida presupuestaria para el pago de una indemnización, habida cuenta que, la
declaratoria de la indemnización se reclama en la jurisdicción que es competencia
privativa de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativa y Laboral. de la corte
Suprema de Justicia conocer de ésta, por razón de la responsabilidad del Estado.

De esta manera damos respuesta a su solicitud, señakindole que la opinión aquí vertida, no
constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio jurídico concluyente que delermine
una posición vinculante, en cuanto a lo consultado.

Atentamente.

o o CZ nt egro

I{(iM/ca
( -023-24

Procurador de la Administración
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